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Corresponde a la Sala, desatar el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado HÉCTOR FABIO RAMÍREZ VELÁSQUEZ contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el día trenita (30) de agosto de dos mil cinco (2005), mediante el cual se le negó la concesión de la prisión domiciliaria.  

1.- PROVIDENCIA 

Antes de pronunciarse sobre la petición elevada por el interno, el Juzgado del conocimiento se ocupó de analizar el discurrir normativo en lo que hacía con la sustitución de la pena privativa de la libertad por la prisión domiciliaria. Se refirió al contenido de los artículos 461 y 314 de la Ley 906 de 2004, que regulaban la materia en esta nueca  rebaja punitiva del cincuenta por ciento (50 %). Por ende, no era procedente otorgarle el descuento que traía la ley 600 de 2000, porque era un imposible jurídico al no tener nada que ver la anterior codificación con su caso. Se trataba entonces de una equivocada apreciación del principio de favorabilidad.

En lo que hacía con la prisión domiciliaria era tema que ya había sido objeto de apelación y decidido por esta corporación y lo referido a la seguridad electrónica no se había implementado por no existir los elementos necesarios para tales efectos.

2.- RECURSO 

Manifiesta el impugnante que no merece la tasación punitiva porque en su concepto colaboró con la justicia, para lo cual se refiere a varias normas de la ley 906 de 2000, entre ellas las atinentes a la favorabilidad y la oportunidad.

Sobre la prisión domiciliaria no entiende la razón por la cual fue revocada si cumplió con los mandatos, estuvo directamente en su residencia y asistió al llamado del despacho, precisamente cuando se le revocó tal beneficio.

Menciona que la ley 906 de 2004 trae beneficios que en virtud del principio de favorabilidad representan una ventaja para los procesados y condenados que actualmente sufren detención carcelaria, pues no exige que el delito por el que se procede tenga pena igual o inferior a cinco (5) años y que conoce que en otros distritos si opera tal favorabilidad que además está contemplado en los artículos 6 y 314 de la codificación mencionada, así como también en el artículo 29 constitucional.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Infortunadamente lo que observa la Sala en el presente asunto, es la confusión que presenta el penado respecto de las instituciones que rigen la investigación y juzgamiento de los procesos, quizás originada en la dualidad normativa que por el momento se aplica en la región del Eje Cafetero, dentro del cual se encuentran los municipios que integran el Departamento de Risaralda.
Por ello, es conveniente explicar que tal como fuera dispuesto por el legislador, con la entrada en vigencia de la ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal actual) a partir del primero (1º) de enero de dos mil cinco (2005) los procesos que se adelantaren por los delitos cometidos a partir de ese momento, se rigen por las disposiciones allí contenidas tal como ha acontecido en el caso del señor RÍOS GONZÁLEZ. Esa es la razón para que el trámite adelantado incluyera su comparecencia ante una Juez de Control de Garantías donde de manera directa y de viva voz se enteró de los cargos que se le imputaban y de la opción para aceptarlos en ese momento con una importante disminución de la pena a imponer. Ante su manifestación de acoger la imputación hecha, fue llevado ante la señora Juez del Conocimiento que luego de escuchar los argumentos tanto de la Fiscalía como de la Defensa emitió el fallo condenatorio correspondiente, que al ser apelado, produjo una nueva audiencia ante esta Sala, que finalmente confirmó la proferida.

En atención a que todavía se están adelantando un número importante de procesos por conductas punibles cometidas con anterioridad al primer día de este año en esta parte del país, pero además, porque durante el presente año el sistema acusatorio –aplicado al caso del señor RÍOS GONZÁLEZ como ya se vio- sólo opera para la ciudad de Bogotá y los departamentos de Caldas, Quindío y Risaralda; la Ley 600 de 2000 (Código de Procedimiento Penal anterior) continuará rigiendo hasta que se finiquiten las investigaciones originadas por los delitos cometidos desde el día veinticuatro (24) de julio de dos mil uno (2001)
 hasta el treinta y uno (31) de diciembre de dos mil cuatro (2004), con lo cual por haberse cometido el delito por fuera de ese rango de tiempo, obviamente sus disposiciones no pueden aplicarse para el evento que nos ocupa.

Dentro del sistema de pesos y contrapesos adoptado por la nueva legislación, se optó en primer lugar por establecer un aumento en la cantidad de pena a aplicar para los delitos perfeccionados a partir del primero (1º) de enero de este año tal como lo dispusiera la Ley 890 de 2004 en su artículo 14, empero, se previó también una serie de mecanismos que permitían a quienes aceptaren voluntariamente su responsabilidad de forma expresa o mediante acuerdos o preacuerdos, obtener rebajas importantes de hasta la mitad de la pena a imponer -disminución que en efecto se otorgó a la pena aplicable en el caso del sentenciado-.     

En esas condiciones, ya el interno fue beneficiado con la máxima rebaja que era posible concederle de conformidad con la legislación aplicable, que como se vio no puede ser otra que la contenida en la nueva Ley 906 de 2004 y que es precisamente la que está llamada a regular su caso de manera excluyente, dado que la ilicitud se cometió con posterior al primero de enero de 2005.

En otro de los aspectos de la impugnación debe decirse que la apelación surtida ante esta Sala, buscaba precisamente la concesión de la prisión domiciliaria, sustituto que fue negado en consideración a la cantidad de pena que contempla el delito al superar los cinco (5) años de prisión. Ello sería suficiente para que no se emitiera pronunciamiento alguno a la hora de ahora sobre ese punto, sin embargo, en aras de solucionar las dudas que presenta el apelante, debe decirse que la figura de la prisión domiciliaria tiene su origen en el artículo 38 del Código Penal (Ley 599 de 2000) que no ha sufrido modificación alguna. Ahora bien, la norma contenida en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, mencionada por el señor RÍOS GONZÁLEZ está relacionada con las medidas de aseguramiento, figuras que tienen aplicación única y exclusivamente en la etapa de la investigación pero de ninguna manera en el caso de quienes ya han sido condenados. En este punto, es necesario aclarar que fue precisamente la disposición aludida la que permitió que mientras se adelantó la investigación el imputado gozara de la casa por cárcel en virtud de la presunción de inocencia que lo acompañaba, pero una vez se profirió el fallo condenatorio se tornó necesario la internación en establecimiento carcelario para que sea descontada la pena impuesta.

Basten estos planteamientos para colegir que la providencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, definió acertadamente los puntos puestos a su consideración, está plenamente fundamentada y en consecuencia debe confirmarse.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas y que ha sido objeto de revisión en virtud de la apelación interpuesta. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� El art. 536 de la ley 600 de 2000 dispuso que tal código entraría en vigencia un año después de su promulgación.
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